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PETICIÓN 10.455
ADMISIBILIDAD

VALENTÍN BASTO CALDERÓN Y OTROS
COLOMBIA

12 de julio de 2010
I.
RESUMEN

1. El 11 de agosto de 1989 la Comisión Interamericana de Derechos Humanos (en adelante “la Comisión”) recibió una petición presentada por la Comisión Colombiana de Juristas (en adelante “los peticionarios”) en la cual se alega que el 21 de agosto de 1988 con la tolerancia de agentes de la República de Colombia (en adelante “el Estado”, “el Estado colombiano” o “Colombia”) personas desconocidas habrían dado muerte a Valentín Basto Calderón y Pedro Vicente Camargo y habrían herido a Carmenza Camargo Sepúlveda (8).  Los peticionarios alegan también la falta de esclarecimiento judicial de los hechos.
2. Los peticionarios alegaron que el Estado era responsable por la violación de los derechos a la vida, la integridad personal, las garantías judiciales y la protección judicial, establecidos en los artículos 4, 5, 8 y 25 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos (en adelante la “Convención” o la “Convención Americana”), en relación con el deber de garantía, conforme al artículo 1(1) de dicho Tratado.  Por su parte, el Estado alegó que la petición es inadmisible en vista de que los peticionarios no agotaron los recursos de jurisdicción interna y asimismo que los reclamos no caracterizan violaciones a la Convención Americana.  Por su parte, los peticionarios sostienen que resulta aplicable la excepción al requisito del previo agotamiento de los recursos internos del artículo 46(2)(c) de la Convención Americana debido al retardo injustificado en la investigación penal.
3. Tras analizar las posiciones de las partes y el cumplimiento con los requisitos previstos en los artículos 46 y 47 de la Convención Americana, la Comisión decidió declarar el reclamo admisible a efectos del examen sobre la presunta violación de los artículos 4(1), 5, 8(1) y 25, en concordancia con el artículo 1(1) de la Convención Americana, notificar el informe a las partes, ordenar su publicación e incluirlo en su Informe Anual a la Asamblea General de la OEA.
II.
TRÁMITE ANTE LA COMISIÓN

4. La CIDH registró la petición bajo el número 10.455 y tras efectuar un análisis preliminar, el 20 de septiembre de 1989 procedió a transmitir copia de las partes pertinentes al Estado, con un plazo de noventa días para presentar información de conformidad con el artículo 34(3) del Reglamento entonces vigente.  El Estado presentó sus observaciones el 20 de diciembre de 1989, y éstas fueron transmitidas a los peticionarios para sus observaciones.  El 14 de mayo y 17 de octubre de 1990, 25 de febrero y 8 de julio de 1991 y 11 de febrero de 1992 se recibieron en la Comisión escritos de observaciones de los peticionarios, los cuales fueron debidamente trasladados al Estado para sus observaciones.  El 17 de julio y 3 de diciembre de 1990, y 5 de abril y 8 de noviembre de 1991 el Estado presentó escritos de observaciones, los cuales fueron debidamente trasladados a los peticionarios para sus observaciones.
5. El 17 de octubre de 1996 la Comisión envió una comunicación a los peticionarios y al Estado poniéndose a su disposición con la finalidad de llega a una solución amistosa y solicitó sus observaciones al respecto.  El 27 de noviembre de 1996 el Estado solicitó una prórroga, la cual fue otorgada por la CIDH.  El 30 de diciembre de 1996 los peticionarios presentaron una comunicación en la que señalaron estar dispuestos a una solución amistosa siempre que se cumplieran ciertas condiciones, la cual fue debidamente transmitida al Estado.  El 2 de enero de 1997 se recibió una comunicación del Estado informando que por el momento no es viable la iniciación de un trámite de solución amistosa y el 3 de enero de 1997 se recibió una comunicación del Estado complementando la información, las cuales fueron transmitidas a los peticionarios para sus observaciones.
6. El 21 de enero de 1997 se recibió en la Comisión un escrito del Estado en el cual informa que la Fiscalía General de la Nación ha expresado su ánimo de intentar una solución amistosa, el cual fue debidamente transmitido a los peticionarios.  El 19 de febrero de 1997 la Comisión convocó a las partes a una reunión para tratar asuntos relacionados al proceso de solución amistosa.  El 7 de marzo de 1997 la CIDH envió una comunicación al Estado solicitándole la adopción de una serie de medidas a fin de apoyar en la tarea de investigación sobre los hechos, cuyo contenido fue puesto en conocimiento de los peticionarios.  El 10 de septiembre de 1997 se recibió una comunicación del Estado, la cual fue transmitida al peticionario para sus observaciones.  El 8 de octubre de 1997 se recibió un escrito de observaciones de los peticionarios, el cual fue transmitido al Estado para su conocimiento.
7. El 19 de agosto de 1998 la Comisión reiteró al Estado su solicitud de información del 7 de marzo de 1997.  El 22 de septiembre de 1998 se recibió un escrito de observaciones del Estado.  El 5 de febrero de 2002 la Comisión convocó a las partes a una audiencia a llevarse a cabo en el marco del 114º período de sesiones de la CIDH.  El 19 de julio de 2002 la CIDH transmitió a los peticionarios los documentos aportados por el Estado en la audiencia celebrada el 6 de marzo de 2002.  El 20 de septiembre de 2007 la CIDH remitió nuevamente, a solicitud de los peticionarios, los documentos aportados por el Estado en audiencia para sus observaciones.  El 2 de abril de 2009 la CIDH, de conformidad con el artículo 30(5) de su Reglamento, solicitó al Estado y a los peticionarios, información actualizada sobre el asunto de referencia.  En respuesta, el Estado y los peticionarios solicitaron prórrogas para presentar sus observaciones, la cuales fueron otorgadas por la CIDH.  
8. El 5 de junio de 2009 los peticionarios solicitaron una prórroga adicional, la cual fue concedida por la Comisión.  El 13 y el 17 de julio de 2009 se recibió un escrito de información actualizada de los peticionarios y sus anexos respectivamente, los cuales fueron transmitidos al Estado para sus observaciones.  El 23 de julio de 2009 se recibió un escrito de los peticionarios que complementa el escrito del 13 de julio de 2009, el cual fue transmitido al Estado para sus observaciones.  El 19 de agosto de 2009 el Estado presentó un escrito con observaciones finales.
III.
POSICIONES DE LAS PARTES

A.
Posición de los peticionarios

9. Los peticionarios señalan que Valentín Basto Calderón era un líder campesino, Presidente de la Asociación Nacional de Usuarios Campesinos (ANUC) de la provincia de García Rovira en el departamento de Santander, miembro de la ANUC departamental y nacional y Vicepresidente del Comité de Solidaridad y Defensa de los Derechos Humanos de García Rovira.  Indican que también ejercía el cargo de Concejal del municipio de Cerrito por el Partido Liberal y Vicepresidente del Concejo del municipio de Cerrito.  Indican que Pedro Vicente Camargo se desempañaba como agricultor en el corregimiento de Servitá, municipio de Cerrito, departamento de Santander y Carmenza Camargo Sepúlveda (8) era su hija.
10. Como antecedente, los peticionarios alegan que en los años y meses anteriores a su muerte Valentín Basto habría sido objeto de señalamientos, amenazas y hostigamientos por su labor como líder campesino de la región y por sus denuncias sobre las actividades de la Fuerza Pública, quienes acusaban al pueblo de ser auxiliadores de los grupos armados ilegales.  Alegan que las amenazas y hostigamientos provenían principalmente de integrantes de la Policía y el Ejército Nacional y que familiares de Valentín Basto y otras personas de la comunidad tenían conocimiento e incluso habrían presenciado dichos incidentes.
11. Alegan que entre 1986 y la fecha de su muerte, la familia de Valentín Basto habría sido amenazada en diversas ocasiones.  Alegan que inclusive miembros del Ejército Nacional habrían disparado contra su sobrino y su cuñado.  Indican que Valentín Basto denunció el hecho y que como consecuencia habría recibido numerosas amenazas de muerte por parte del Ejército y la Policía Nacional.  Asimismo, indican que la hija de Valentín Basto habría señalado que durante el año anterior a la muerte de su padre miembros del Ejército Nacional llegaban a su casa a preguntar por él cada tres meses.  Alegan que Valentín Basto habría expresado a amigos y familiares su miedo a desplazarse de su residencia por miedo a la persecución del Ejército.
12. Los peticionarios alegan que las amenazas que sufrió Valentín Basto fueron denunciadas públicamente ante autoridades locales y nacionales.  Concretamente indican que el 20 de marzo de 1985 Valentin Basto envió una carta al alcalde de Cerrito, también envió una denuncia al Presidente Virgilio Barco y envió un memorial a la Procuraduría, junto con otro Concejal de esa época y unas diez personas del pueblo, solicitando colaboración para que cesara la persecución del Ejército, la cual no fue respondida.  Alegan también que en un foro de derechos humanos celebrado en agosto de 1987 Valentín Basto y su primo Martín Calderón Jurado
, Presidente de la ANUC de García Rovira, denunciaron las amenazas contra sus vidas y habrían señalado como autores de las mismas a personas vinculadas a la Policía y al Ejército Nacional.

13. Alegan que el 21 de febrero de 1988, aproximadamente a las 9 AM, dos desconocidos estacionaron su vehículo, un Renault amarillo, a 20 metros de la Sub-Estación de Policía del municipio de Cerrito y dieron muerte a Valentín Basto al propinarle 35 balazos.  Indican que Valentín Basto se encontraba a 169 metros de la Sub-Estación de Policía de donde habría habido plena visibilidad del lugar de los hechos.  Indican que en ese mismo acto fueron heridos Carmenza Camargo Sepúlveda (8) y su padre Pedro Camargo, quien murió a las 4:30 PM en el puesto de salud del mismo municipio por las lesiones causadas por los disparos.
14. Señalan que tras efectuar los disparos, los perpetradores se dirigieron hacia el vehículo en que se movilizaban, haciendo tiros al aire.  Alegan que para el momento de los hechos había miembros de la Policía Nacional en el parque cercano y en las afueras de la Estación, sin embargo ninguno de ellos reaccionó para impedir la fuga de los perpetradores sino que se refugiaron debajo de los escaños.  Indican que no hubo un operativo de seguimiento o una acción o llamado a cerrar el paso a los perpetradores en la cercana Base Militar de Servitá o en los vecinos puestos de Policía de Concepción, Málaga y Enciso.  Alegan que el Ejército Nacional habría omitido actuar dentro de sus procedimientos y tomar medidas adecuadas a tal efecto, lo cual habría favorecido la acción de los perpetradores y su huída puesto que habrían tardado más de media hora en llegar al lugar de los hechos desde su Base que se encontraba únicamente a tres kilómetros y medio y habrían exigido a los pobladores de Cerrito “digan dónde está la guerrilla o los colgamos”.  Alegan además que se habría levantado el retén militar asentado en la ruta de Cerrito a Málaga.
15. Los peticionarios indican que el 21 de febrero de 1988 a las 10:05 AM se llevó a cabo la diligencia de levantamiento de cadáver de Valentín Basto y ese mismo día a las 4:45 PM se llevó a cabo la diligencia de levantamiento de cadáver de Pedro Camargo por parte del Juez de la localidad y con presencia de dos testigos.  El 22 de febrero de 1988 se dejó constancia de las necropsias practicadas a los cadáveres de Valentín Basto y Pedro Camargo.  Indican que ese mismo día la ANUC denunció la muerte de Valentín Basto ante el Procurador General de la Nación y pidió su intervención en la investigación y esclarecimiento de los hechos.
16. Los peticionarios indican que el 23 de febrero de 1988, día en que se celebraron las honras fúnebres y el sepelio de Valentín Basto, el pueblo fue militarizado y la celebración religiosa estuvo a punto de ser suspendida.  Alegan que los campesinos que asistieron a las honras fúnebres se habrían quejado de la agresividad de la Fuerza Pública.  Indican que durante el acto religioso, el delegado departamental de la ANUC, José Manuel Menco Rojas, leyó un comunicado que expresó que “como organización campesina nacional, declaramos culpables a los militares que no hicieron nada por detener o perseguir a los asesinos”.  
17. Alegan que tras la celebración religiosa, alrededor de las 2:30 PM, los cinco sacerdotes que oficiaron la celebración fueron detenidos en las calles del municipio de Cerrito y sometidos a una minuciosa requisa por parte del Ejército y la Policía.  Alegan que Manuel Menco, quien se encontraba en el mismo vehículo con los sacerdotes, fue interrogado, fotografiado y acusado de ser agitador y miembro de grupos armados ilegales por parte de soldados y policías al mando del Comandante de la Policía y un Subteniente del Ejército Nacional.  Alegan que fue conducido al cuartel, despojado de su ropa y señalado en repetidas oportunidades como miembro de grupos armados ilegales por parte de los efectivos del Ejército Nacional.  Los peticionarios alegan que alrededor de las 4:00 PM efectivos del Ejército y la Policía comenzaron a disparar por varios minutos ante lo cual, los pobladores corrieron a esconderse.  Indican que el Subteniente al mando alegó que habían disparado porque “fu[eron] hostigados por un grupo y tuvimos que defendernos”.  Indican que el 24 de febrero de 1988 Manuel Menco fue liberado y la Policía Nacional le dio una hora para salir del pueblo.
18. Alegan que una semana después de la muerte de Valentín Basto y Pedro Camargo, a las 11:00 PM algunos miembros del Ejército Nacional pasaron por el pueblo golpeando puertas de casa en casa y gritando “que viva la muerte de Valentín”, “que se salieran los hermanos de Valentín para acabarlos de matar”, y “si Valentín volvía a vivir, lo volvían a matar”.  Alegan también que los miembros de la familia de Valentín Basto habrían sufrido persecución y amenazas por parte de la Fuerza Pública por ser de la misma familia.  Indican que aproximadamente tres o cuatro meses después un sobrino de Valentín Basto, fue amenazado con un arma y amarrado a un árbol donde permaneció varias horas tras lo cual, fue trasladado a otra tropa del Ejército y fue liberado.  Alegan que tras estos hechos se vio obligado a salir del país y permaneció durante ocho años en Venezuela.
19. Los peticionarios alegan que los familiares de Valentín Basto no pudieron acudir inmediatamente ante las autoridades a denunciar su muerte por temor e indican que cuando la esposa de Valentín Basto acudió a las autoridades para reclamar por los hechos fue maltratada por un soldado e impedida de formular la denuncia.  Indican que el 22 de febrero de 1988 el Juzgado Promiscuo Municipal de Cerrito ordenó abrir una indagación preliminar para investigar la muerte de Valentín Basto y Pedro Camargo, que actualmente adelanta la Fiscalía Especializada 67 de la Unidad Nacional de Derechos Humanos y Derecho Internacional Humanitario, y que tras 20 años de haberse iniciado continúa en etapa previa.
20. Alegan que entre 1988 y 1990 se habrían practicado diversas diligencias probatorias.  Indican que mediante auto del 8 de marzo de 1991, se ordenó remitir las diligencias a la Dirección Seccional de Orden Público en la ciudad de Cúcuta.  Indican que el 22 de octubre de 1991 el Juez de Orden Público resolvió inhibirse de iniciar investigación en el caso, debido a que transcurridos más de dos años de iniciada la indagación no se tenía información en cuanto a la autoría.  Indican que el Fiscal apeló ante el Tribunal Superior de Orden Público, quien dispuso la continuación de la indagación previa.  Indican que el 30 de julio de 1992, la Fiscalía Regional de Cúcuta, Unidad de Previas, dispuso la suspensión provisional de la investigación hasta cuando surgiera nueva prueba que la reactivara.  Indican que el 6 de agosto de 1996, la Fiscalía Regional de Cúcuta decidió reactivar la investigación en vista de que la decisión de suspensión habría desconocido la decisión de apelación del Tribunal Superior de Orden Público, ordenó la práctica de pruebas y comisionó al Juez Promiscuo Municipal del Cerrito para evacuarlas.  Mediante Resolución de 10 de enero de 1997, la Dirección Nacional de Fiscalías ordenó la reasignación de la investigación preliminar a la Unidad Nacional de Fiscalías de Derechos Humanos y del Derecho Internacional Humanitario.
21. Alegan que entre 1997 y 1999 la Unidad Nacional de Derechos Humanos y Derecho Internacional Humanitario se practicaron diversas diligencias probatorias.  Indican que posteriormente la Fiscalía no habría practicado diversas pruebas bajo el argumento de la situación de orden público existente en la zona.  Señalan que el 28 de noviembre del 2005 se reconoció como parte civil a la representante de la Comisión Colombiana de Juristas, en representación de la esposa e hija de Valentin Basto.  Indican que durante el año 2006 se habría ordenado la práctica de diversas pruebas, las cuales alegan que no se habrían practicado justificaciones de tipo logístico y formalidades de tipo procesal por parte de los policías judiciales.  
22. Alegan que el 22 de julio del 2007, se comisionó a la Unidad Investigativa del Grupo de Derechos Humanos y Derecho Internacional Humanitario del Cuerpo Técnico de Investigaciones Nacional, para el acopio de las diligencias probatorias necesarias.  El 3 de septiembre del 2008 la Fiscalía Especializada 67 ordenó practicar varias pruebas para darle impulso a la investigación.  Indican que mediante el Informe del CTI UNDH-DIH No. 275-9 de 23 de junio de 2009 se dio cuenta de las diligencias practicadas y las conclusiones de de las mismas.  Los peticionarios alegan que en la investigación penal la actuación de la Fiscalía ha registrado demoras injustificadas, así como falta de respuestas oportunas del Ejército y la Policía Nacional a los requerimientos probatorios. 

23. En cuanto al proceso disciplinario, indican que el 7 de abril de 1988, el Comité de Solidaridad y Defensa de los Derechos Humanos de García Rovira y los sacerdotes quienes celebraron las honras fúnebres de Valentín Basto presentaron una denuncia ante la Procuraduría General de la Nación y la Consejería Presidencial para los Derechos Humanos.  El 3 de junio de 1988 una Comisión del Ministerio Público ordenada por el Procurador General de la Nación, emitió un informe sobre las diligencias practicadas y en sus conclusiones señaló que “en lo relativo a las medidas dispuestas por la Policía de Cerrito y el Ejército en la base de Servitá, una vez acontecido el homicidio de los campesinos, se constató que en la práctica fueron extemporáneas”.  Indican que dicha Comisión también calificó como inexplicable el hecho de que el retén militar habría sido levantado justamente ese día.

24. Indican que el 23 de agosto de 1988 el Procurador General ordenó remitir copia de las diligencias a la Procuraduría Delegada para la Policía Nacional con el objeto de proseguir las diligencias preliminares para el esclarecimiento de las medidas tomadas por el Comandante de la Sub-Estación de Policía de Cerrito, los días de los hechos y del sepelio.  Asimismo, remitió copia de las diligencias preliminares a la Procuraduría Delegada para las Fuerzas Militares a fin de que se adelantara la correspondiente averiguación preliminar.  Indican que la Procuraduría Segunda Delegada para los Derechos Humanos resolvió ordenar el archivo del cuaderno original, debido a que se delegaron las investigaciones a las procuradurías competentes.
25. El 8 de noviembre de 1988, el Procurador Delegado para las Fuerzas Militares concluyó que no había prueba alguna de que militares fueran autores de los asesinatos, y por lo tanto resolvió archivar el proceso.  El 12 de marzo de 1991, la Procuraduría Delegada para la Policía Nacional emitió fallo en única instancia contra un Sargento de la Policía Nacional y lo sancionó con la suspensión del cargo por diez días al constatar que existió negligencia en la prestación del servicio y que participó directa o indirectamente con el Ejército para amedrentar a la población el día del sepelio de Valentín Basto.  Indican que el Sargento interpuso recurso de reposición y el 29 de agosto de 1991, la Procuraduría Delegada para la Policía Nacional resolvió no reponer la providencia y posteriormente archivó el proceso.

26. Los peticionarios alegan que la muerte de Valentín Basto y Pedro Camargo a manos de personas desconocidas ocurrió con la colaboración directa por acción y omisión de miembros de la Fuerza Pública, con anterioridad y posterioridad a los hechos, por lo que alegan que el Estado es responsable por la violación del derecho a la vida protegido en el artículo 4 de la Convención Americana en conexión con el artículo 1(1) del mismo Tratado, en perjuicio de Valentín Basto y Pedro Camargo.

27. Los peticionarios alegan que el Estado es responsable por la violación del derecho a la integridad personal protegido en el artículo 5 de la Convención Americana en conexión con el artículo 1(1) del mismo Tratado, en perjuicio de Valentín Basto en vista de que en los años anteriores a su muerte habría sido objeto de hostigamientos y amenazas por parte de miembros de la Fuerza Pública y por lo cual se habría visto obligado a trasladar su residencia.  Asimismo, alegan que el Estado es responsable de la violación del derecho a la integridad personal protegido en el artículo 5 de la Convención Americana en conexión con el artículo 1(1) del mismo Tratado, en perjuicio de Carmenza Camargo (8), hija de Pedro Camargo, quien acompañaba a su padre al momento de su muerte y sufrió heridas de bala en el atentado.
28. Los peticionarios alegan que la falta de esclarecimiento judicial de los hechos materia del reclamo constituye la violación de los derechos a las garantías judiciales y la protección judicial establecidos en los artículos 8.1 y 25 de la Convención Americana en conexión con el artículo 1(1) del mismo Tratado.  Alegan que el hecho de que la investigación se haya extendido por más de 20 años constituye una violación del plazo razonable establecido en la Convención Americana.  Asimismo, alegan que el Estado en 1997 reconoció responsabilidad por la violación del artículo 25 de la Convención Americana.

29. Los peticionarios alegan que el Estado es responsable de la violación del derecho a la integridad personal protegido en el artículo 5 de la Convención Americana en conexión con el artículo 1(1) del mismo Tratado, en perjuicio de los familiares de Valentín Basto, Pedro Camargo y Carmenza Camargo en vista de los hostigamientos que habrían sufrido particularmente los familiares de Valentín Basto, con anterioridad y posterioridad a su muerte, así como la falta de esclarecimiento judicial de los hechos.
30. En cuanto al cumplimiento con el requisito del previo agotamiento de los recursos internos, previsto en el artículo 46(1)(a) de la Convención Americana, los peticionarios alegan que resulta aplicable la excepción prevista en el artículo 46(2)(c) en vista de que transcurridos más de 20 años de iniciada la investigación, ésta aun se encuentra en etapa previa y por lo tanto no se ha establecido la responsabilidad penal de ninguna persona.  Finalmente, los peticionarios solicitan a la Comisión que, en aplicación del artículo 37(3) actualmente 36(3) de su Reglamento, analice conjuntamente la admisibilidad y el fondo del presente reclamo.
B.
Posición del Estado
31. El Estado alega que por la muerte de Valentín Basto y Pedro Camargo se adelantaron procesos en las instancias internas ante las jurisdicciones penal ordinaria y disciplinaria.  En cuanto a la investigación adelantada por la Unidad de Derechos Humanos y Derecho Internacional Humanitario de la Fiscalía General de la Nación bajo el radicado 168, el Estado alega que la labor investigativa por parte de las autoridades competentes desde la ocurrencia de los hechos ha sido constante y que las últimas actuaciones como la recepción de testimonios en el 2009 tiene como propósito lograr la individualización y sanción de los responsables de la muerte de Valentín Basto y Pedro Camargo y las lesiones a Carmenza Camargo.

32. En cuanto a la jurisdicción disciplinaria el Estado sostiene que se iniciaron tres indagaciones.  Se inició una indagación en la Procuraduría Delegada para las Fuerzas Militares, la cual no encontró mérito para abrir formalmente averiguación disciplinaria contra personal de la Quinta Brigada y fue archivada el 8 de noviembre de 1988.  Se adelantó un proceso por la Procuraduría Delegada para la Policía Nacional que culminó el 12 de marzo de 1991 con una sanción disciplinaria de suspensión por diez días contra el Comandante de la Estación de Policía de Cerrito por negligencia en la captura de los individuos que dieron muerte a Valentín Basto y Pedro Camargo.  Finalmente, se inició una indagación preliminar en la Procuraduría Segunda delegada para la Policía Judicial y Administrativa, la cual fue archivada por falta de pruebas el 29 de junio de 1990.
33. En cuanto al requisito del previo agotamiento de los recursos internos, el Estado alega que la investigación penal es recurso adecuado y efectivo para subsanar la vulneración de los derechos establecidos en los artículos 4 y 5 de la Convención Americana y que en el presente caso el recurso no ha sido agotado.  Alega que la investigación adelantada por parte de las autoridades competentes ha sido constante por lo que no se configura un retardo injustificado en la conducción de la misma.
34. Al respecto, el Estado analiza tres elementos del plazo razonable, a saber la complejidad del asunto, la actividad procesal del interesado y la conducta de las autoridades judiciales.  Con relación a la complejidad del asunto, el Estado manifiesta que a pesar de las labores investigativas desplegadas por la Fiscalía desde el 22 de febrero de 1988 no ha sido posible la individualización e identificación de Ios presuntos responsables.  Con relación a la actividad procesal del interesado alega que la constitución de parte civil en el año 2005 por parte de los representantes de la esposa e hija de Valentín Basto es de gran importancia para el Estado a fin de que las víctimas o afectados por las hechos cuentan con la facultad de solicitar y aportar pruebas y de esa forma coadyuvar para imprimir el impulso que los familiares de las víctimas deseen al proceso interno.  Finalmente, en cuanto a la conducta de las autoridades judiciales, el Estado alega que la investigación que adelanta la Unidad Nacional de Derechos Humanos de la Fiscalía General de la Nación bajo el radicado 168 ha tenido una constante actividad procesal desde la ocurrencia de los hechos hasta el día de hoy.
35. Asimismo, el Estado alega que los peticionarios no interpusieron la acción de reparación directa ante la jurisdicción contencioso administrativa, el cual constituiría el recurso idóneo a fin de lograr la reparación a nivel interno de los perjuicios ocasionados por omisiones u operaciones atribuibles a agentes del Estado y que tiene un término de caducidad de dos años cintados a partir del día siguiente del acaecimiento del hecho objeto del reclamo.  En ese sentido, alegan que la acción de reparación directa caducó en marzo de 1990 y que al no accionarlo los peticionarios renunciaron tácitamente a su derecho a obtener reparaciones a nivel interno.  El Estado sostiene que en vista de que la jurisdicción contencioso administrativa está alcanzando estándares de reparación integral dicho recurso debería ser agotado por las presuntas víctimas antes de acudir al Sistema Interamericano por lo que en el presente caso existiría falta de agotamiento de los recursos.
36. En cuanto al presunto reconocimiento de responsabilidad del Estado por la violación del artículo 25 de la Convención Americana, el Estado alega que no le consta dicho reconocimiento de responsabilidad.

37. El Estado alega además que los peticionarios en su último escrito están presentando nuevos hechos relacionados con presuntos hostigamientos por parte de miembros de la Fuerza Pública contra los familiares de Valentín Basto durante su sepelio, hechos sobre los cuales no se habrían referido en la petición inicial y por lo cual solicita a la Comisión, en aplicación del artículo 39, actualmente 38, del Reglamento de la Comisión Interamericana que los hechos alegados en el último escrito de los peticionarios no sean considerados como objeto del presente reclamo.
38. El Estado alega además que en el presente caso no se configuró una falta de debida diligencia del Estado para prevenir una violación de derechos humanos en vista de que los alegatos sobre amenazas y hostigamientos contra Valentín Basto se basan en una comunicación de él mismo dirigida al alcalde del Cerrito en el que manifiesta su preocupación por la amenazas sufridas fechada tres años antes de su muerte.  En vista de lo anterior, el Estado alega que la muerte de Valentín Basto fue un hecho imprevisto y que no ofrecía al Estado posibilidades razonables de evitarlo y por lo tanto, los reclamos no caracterizan violaciones a los artículos 4 y 5 de la Convención Americana.
39. Finalmente, el Estado solicita que la petición sea declarada inadmisible por incumplimiento del requisito del previo agotamiento de los recursos internos y la no configuración de la excepción a dicho requisito prevista en el artículo 46(2)(c) de la Convención Americana; la falta de caracterización de los reclamos como violatorios de la Convención Americana en vista de que son responsabilidad exclusiva de terceros y solicita no tener en cuenta la solicitud de los peticionarios de acumular la admisibilidad con el fondo del asunto y tener en cuenta su solicitud respecto de la delimitación de los hechos objeto del presente reclamo.
IV.
ANÁLISIS SOBRE COMPETENCIA Y ADMISIBILIDAD
A.
Competencia
40. Los peticionarios se encuentran facultados, en principio, por el artículo 44 de la Convención Americana para presentar peticiones ante la Comisión.  La petición señala como presuntas víctimas a personas individuales, respecto de quien el Estado colombiano se comprometió a respetar y garantizar los derechos consagrados en la Convención Americana.  En lo concerniente al Estado, la Comisión señala que Colombia es un Estado parte en la Convención Americana desde el 31 de julio de 1973, fecha en que depositó su instrumento de ratificación.  Por lo tanto, la Comisión tiene competencia ratione personae para examinar la petición.
41. Asimismo, la Comisión tiene competencia ratione loci para conocer la petición, por cuanto en ella se alegan violaciones de derechos protegidos en la Convención Americana que habrían tenido lugar dentro del territorio de Colombia, Estado Parte en dicho tratado.  La Comisión tiene competencia ratione temporis por cuanto la obligación de respetar y garantizar los derechos protegidos en la Convención Americana ya se encontraba en vigor para el Estado en la fecha en que habrían ocurrido los hechos alegados en la petición.  Finalmente, la Comisión tiene competencia ratione materiae, porque en la petición se denuncian posibles violaciones a derechos humanos protegidos por la Convención Americana.
B.
Requisitos de admisibilidad
1. Agotamiento de los recursos internos

42. El artículo 46(1)(a) de la Convención Americana exige el previo agotamiento de los recursos disponibles en la jurisdicción interna conforme a los principios de derecho internacional generalmente reconocidos, como requisito para la admisión de reclamos sobre la presunta violación de la Convención Americana.

43. El artículo 46(2) de la Convención prevé que el requisito de previo agotamiento de los recursos internos no resulta aplicable cuando:

a) no exista en la legislación interna del Estado de que se trata el debido proceso legal para la protección del derecho o derechos que se alega han sido violados;
b) no se haya permitido al presunto lesionado en sus derechos el acceso a los recursos a la jurisdicción interna, o haya sido impedido de agotarlos, y
c) haya retardo injustificado en la decisión sobre los mencionados recursos.
Según ha establecido la Corte Interamericana, toda vez que un Estado alega la falta de agotamiento de los recursos internos por parte de los peticionarios, tiene la carga de demostrar que los recursos que no han sido agotados resultan “adecuados” para subsanar la violación alegada, vale decir que la función de esos recursos dentro del sistema del derecho interno es idónea para proteger la situación jurídica infringida
.

44. En el presente caso el Estado alega que la petición no satisface el requisito del previo agotamiento de los recursos de la jurisdicción interna, previsto en el artículo 46(1)(a) de la Convención Americana en virtud de que actualmente cursa una investigación preliminar en la Fiscalía 67 Especializada de la Unidad de Derechos Humanos que ha tenido una constante actividad procesal desde la ocurrencia de los hechos hasta el día de hoy.  Asimismo, alega que los peticionarios no interpusieron la acción de reparación directa ante la jurisdicción contencioso administrativa, que habría constituido el recurso idóneo a fin de lograr la reparación a nivel interno de los perjuicios ocasionados por omisiones u operaciones atribuibles a agentes del Estado.  Por su parte, los peticionarios alegan que transcurridos más de 20 años desde que se inició la investigación, ésta aún se encuentra en etapa previa por lo que no ha sido efectiva en la sanción de los responsables.
45. En vista de las alegaciones de las partes, corresponde en primer término, aclarar cuáles son los recursos internos que deben ser agotados en un caso como el presente, a la luz de la jurisprudencia del sistema interamericano.  Los precedentes establecidos por la Comisión señalan que toda vez que se cometa un delito perseguible de oficio, el Estado tiene la obligación de promover e impulsar el proceso penal
 y que, en esos casos, éste constituye la vía idónea para esclarecer los hechos, juzgar a los responsables y establecer las sanciones penales correspondientes, además de posibilitar otros modos de reparación de tipo pecuniario.  La Comisión observa que los hechos expuestos por los peticionarios con relación a la muerte de Valentín Basto y Pedro Camargo y las lesiones de Carmenza Camargo se traducen en la legislación interna en conductas delictivas perseguibles de oficio cuya investigación y juzgamiento debe ser impulsada por el Estado mismo.

46. Según lo informado, han transcurrido más de 20 años de ocurridos los hechos materia del reclamo y la investigación penal adelantada por las muertes y las lesiones ante la Fiscalía 67 Especializada de la Unidad de Derechos Humanos y Derecho Internacional Humanitario, continuaría en etapa preliminar, y por ende, no se habría establecido responsabilidad penal de ninguna persona.  Al respecto, la Comisión observa que la información aportada por el Estado no explica o justifica el lapso del tiempo, y que el Estado tampoco ha indicado las medidas en marcha que podrían avanzar hacia la conclusión del proceso.
47. Según ha señalado la Corte Interamericana, si bien toda investigación penal debe cumplir con una serie de requisitos legales, la regla del previo agotamiento de los recursos internos no debe conducir a que la actuación internacional en auxilio de las víctimas se detenga o se demore hasta la inutilidad
.  Por lo tanto, dadas las características del presente caso y el lapso transcurrido desde los hechos materia de la petición, la Comisión considera que resulta aplicable la excepción prevista en el artículo 46(2)(c) de la Convención Americana respecto del retardo en el desarrollo del proceso penal interno, por lo cual el requisito previsto en materia de agotamiento de recursos internos no resulta exigible.

48. En cuanto a los procesos ante la jurisdicción disciplinaria y la jurisdicción contencioso administrativa, la Comisión ha sostenido reiteradamente
 que dichas vías no constituyen recursos idóneos a efectos de analizar la admisibilidad de un reclamo de la naturaleza del presente ante la Comisión.  La jurisdicción disciplinaria no constituye una vía suficiente para juzgar, sancionar y reparar las consecuencias de violaciones a los derechos humanos.
49. La invocación de las excepciones a la regla de agotamiento de los recursos internos previstas en el artículo 46(2) de la Convención se encuentra estrechamente ligada a la determinación de posibles violaciones a ciertos derechos en ella consagrados, tales como las garantías de acceso a la justicia.  Sin embargo, el artículo 46(2), por su naturaleza y objeto, es una norma con contenido autónomo vis á vis las normas sustantivas de la Convención.  Por lo tanto, la determinación de si las excepciones a la regla de agotamiento de los recursos internos resultan aplicables al caso en cuestión debe llevarse a cabo de manera previa y separada del análisis del fondo del asunto, ya que depende de un estándar de apreciación distinto de aquél utilizado para determinar la posible violación de los artículos 8 y 25 de la Convención.  Cabe aclarar que las causas y los efectos que impidieron el agotamiento de los recursos internos serán analizados en el informe que adopte la Comisión sobre el fondo de la controversia, a fin de constatar si configuran violaciones a la Convención Americana.

2. Plazo de presentación de la petición

50. La Convención Americana establece que para que una petición resulte admisible por la Comisión se requerirá que sea presentada dentro del plazo de seis meses a partir de la fecha en que el presunto lesionado haya sido notificado de la decisión definitiva.  En el reclamo bajo análisis, la CIDH ha establecido la aplicación de las excepciones al agotamiento de los recursos internos conforme al artículo 46(2)(c) de la Convención Americana.  Al respecto, el artículo 32 del Reglamento de la Comisión establece que en los casos en los cuales resulten aplicables las excepciones al previo agotamiento de los recursos internos, la petición deberá presentarse dentro de un plazo razonable, a criterio de la Comisión.  A tal efecto, la Comisión debe considerar la fecha en que haya ocurrido la presunta violación de los derechos y las circunstancias de cada caso.

51. En el presente caso, la petición fue recibida el 11 de agosto de 1989 y los hechos materia del reclamo se produjeron el 21 de agosto de 1988 y sus presuntos efectos en términos de la alegada falta en la administración de justicia se extienden hasta el presente.  Por lo tanto, en vista del contexto y las características del presente caso, así como el hecho de que aún una investigación se encuentra pendiente en la fase de investigación preliminar, la Comisión considera que la petición fue presentada dentro de un plazo razonable y que debe darse por satisfecho el requisito de admisibilidad referente al plazo de presentación.

3. Duplicación de procedimientos y cosa juzgada internacional

52. No surge del expediente que la materia de la petición se encuentre pendiente de otro procedimiento de arreglo internacional, ni que reproduzca una petición ya examinada por éste u otro órgano internacional. Por lo tanto, corresponde dar por cumplidos los requisitos establecidos en los artículos 46(1)(c) y 47(d) de la Convención.

4. Caracterización de los hechos alegados

53. En vista de los elementos de hecho y de derecho presentados por las partes y la naturaleza del asunto puesto bajo su conocimiento, la Comisión considera que las alegaciones de los peticionarios sobre el alcance de la presunta responsabilidad estatal respecto de la muerte de Valentín Basto Calderón y Pedro Vicente Camargo y su falta de esclarecimiento judicial podrían caracterizar posibles violaciones a los derechos a la vida, a las garantías judiciales y la protección judicial protegidos en los artículos 4(1), 8(1) y 25 en concordancia con el artículo 1(1) de la Convención Americana.  
54. Asimismo, la Comisión considera que las alegaciones de los peticionarios sobre el alcance de la presunta responsabilidad estatal respecto de las lesiones a Carmenza Camargo y su falta de esclarecimiento judicial podrían caracterizar posibles violaciones a los derechos a la integridad personal, a las garantías judiciales y la protección judicial protegidos en los artículos 5, 8(1) y 25 en concordancia con el artículo 1(1) de la Convención Americana.

55. Respecto a las presuntas amenazas y hostigamientos contra Valentín Basto Calderón por parte de miembros de la Fuerza Pública, la Comisión observa que los alegatos de los peticionarios requieren un análisis de fondo bajo los estándares del artículo 5 en concordancia con el artículo 1(1) de la Convención Americana.  La Comisión también considerará en la etapa de fondo, la presunta violación del artículo 5 de la Convención Americana en perjuicio de los familiares de las presuntas víctimas.
V.
CONCLUSIONES
56. La Comisión concluye que es competente para examinar los reclamos presentados por los peticionarios sobre la presunta violación de los artículos 4(1), 5, 8(1) y 25 en concordancia con el 1(1) de la Convención Americana, y que éstos son admisibles, conforme a los requisitos establecidos en los artículos 46 y 47 de la Convención Americana.
57. Con fundamento en los argumentos de hecho y de derecho antes expuestos y sin que ello signifique prejuzgar sobre el fondo del asunto,

LA COMISIÓN INTERAMERICANA DE DERECHOS HUMANOS,
DECIDE:
1. Declarar admisible el presente reclamo con relación a los artículos 4(1), 5, 8(1) y 25 en concordancia con el 1(1) de la Convención.
2. Notificar esta decisión al Estado colombiano y al peticionario.

3. Continuar con el análisis del fondo de la cuestión.

4. Publicar esta decisión e incluirla en su Informe Anual a la Asamblea General de la OEA.
Dado y firmado en la ciudad de Washington, D.C., a los 12 días del mes de julio de 2010.  (Firmado: Felipe González, Presidente; Paulo Sérgio Pinheiro, Primer Vicepresidente; Dinah Shelton, Segunda Vicepresidenta; María Silvia Guillén, José de Jesús Orozco Henríquez, y Luz Patricia Mejía Guerrero, Miembros de la Comisión. 
� Conforme a lo dispuesto en el artículo 17.2 del Reglamento de la Comisión, el Comisionado Rodrigo Escobar Gil, de nacionalidad colombiana, no participó en el debate ni en la decisión del presente caso.


� Los peticionarios hacen referencia a CIDH. Informe No. 32/92, Caso 10.454, Martín Calderón Jurado, 25 de septiembre de 1992.


� Artículo 31(3) del Reglamento de la Comisión. Ver también Corte I.D.H., Caso Velásquez Rodríguez, Sentencia del 29 de julio de 1988, párrafo 64.


� CIDH, Informe No. 99/09, Petición 12.335, Gustavo Giraldo Villamizar Durán, Colombia, 29 de octubre de 2009, párr. 33.


� Corte I.D.H., Caso Velásquez Rodríguez. Excepciones Preliminares. Sentencia de 26 de junio de 1987. Serie C No. 1, párrafo 93.


� CIDH. Informe No. 74/07 (Admisibilidad). José Antonio Romero Cruz y otros v Colombia. 15 de octubre de 2007. párr. 34.





